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1. INTRODUCCIÓN  

La figura de la pareja de hecho es una realidad social y jurídica. Aunque, en cierto 

sentido, ignorada por el legislador. Si bien es cierto que el TC reconoce las uniones 

de hecho, no reconoce su equivalencia con la institución matrimonial.1Esto supone, 

en muchas ocasiones, que el legislador otorgue un trato diferenciado entre las 

uniones de hecho y las uniones de derecho o matrimoniales. No obstante, a ojos del 

TC esto no supone una discriminación.2  

La similitud entre el vínculo matrimonial y las uniones de hecho, pudiendo parecer 

relaciones análogas, no son consideradas equivalentes. Del mismo modo que al 

matrimonio se le atribuye una serie de derechos y deberes, estos no imperan en las 

uniones de hecho. A tales circunstancias, el legislador, en ocasiones, ha equiparado 

la figura del matrimonio con la de la pareja de hecho sin que ello signifique su 

equivalencia a efectos jurídicos. Por lo tanto, nuestro ordenamiento puede dar un 

idéntico trato jurídico o un diferente trato jurídico. La cuestión subyacente de tales 

consideraciones plantea la capacidad del legislador de promover una estructura 

social determinada, favoreciendo un vínculo por encima del otro.  

Si bien es cierto que la institución matrimonial posee una gran relevancia social y 

está garantizada constitucionalmente3, las parejas de hecho son cada vez más 

numerosas. El contexto social español pone de manifiesto una tasa de crecimiento 

muy elevada en el número de parejas de hecho. Los últimos datos censales 

conocidos muestran un incremento de las parejas de hecho de un 195,8% respecto 

a las de derecho, con un incremento de tan solo un 9,6%4. Aunque si bien es cierto, 

las parejas matrimoniales siguen siendo más numerosas. Por este motivo, la 

regulación de las uniones de hecho por parte del legislador no es una cuestión sin 

importancia, sino que afecta a una gran cantidad de parejas y/o familias.   

 
1 En la STC 184/1990, de 15 de noviembre de 1990 se afirma que “en la Constitución Española el 

matrimonio y la convivència extramatrimonial no son realidades equivalentes”.  
2 La STC 222/1992, de 11 de diciembre de 1992 declara que “no puede deducirse la necesidad de 

una paridad de trato por el Legislador en todos los aspectos y en todos los órdenes entre una 

institución jurídica reconocida y garantizada constitucionalmente, el matrimonio, y lo que no lo es” 
3 El art. 32 de la CE otorga el derecho de contraer matrimonio al hombre y a la mujer.  
4 INE (2013). Censos de Población y Viviendas 2011. Datos detallados. Recuperado de 

https://www.ine.es/prensa/np824.pdf  

https://www.ine.es/prensa/np824.pdf
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Atendiendo a estas circunstancias, el legislador tributario ha regulado impuestos 

como el IRPF y el ISD basándose en unos criterios determinados. Por esta razón, 

para poder dar respuesta al tratamiento fiscal de la pareja de hecho y poder analizar 

como la normativa fomenta o no esta figura es necesario examinar el marco 

autonómico, en este caso el de Cataluña, para evaluar el comportamiento fiscal-

tributario relativo a las uniones de hecho desde una perspectiva personal. Es decir, 

a través de los gravámenes individuales, los impuestos subjetivos, en concreto el 

IRPF y el ISD.  

 

2. OBJETIVO DEL ESTUDIO Y METODOLOGÍA 

El presente trabajo tiene por objetivo analizar, desde un punto de vista jurídico, el 

tratamiento tributario atribuido a la figura de la pareja de hecho en el ámbito 

autonómico de Cataluña, mediante el análisis de algunos de los impuestos 

subjetivos y personales más importantes, para esclarecer su comportamiento y su 

actuación frente a la figura de la pareja de hecho como alternativa a las uniones 

matrimoniales.  

El objetivo es analizar de manera analítica y critica la relativa aplicación de las 

parejas de hecho en el IRPF y en el ISD para poder dictaminar la postura del 

legislador frente a estos vínculos. Para ello se delimita el marco autonómico de 

Cataluña, ya que no se puede hablar de una legislación unitaria estatal en este 

sentido, sino que las autonomías tienen cedidas las competencias y, por lo tanto, es 

necesario examinar de forma individual esta realidad. Cabe preguntarse si el 

derecho tributario incentiva y premia a determinados vínculos y/o modelos 

familiares respecto a otros. O, si, por el contrario, simplemente los invisibiliza.  

En lo que se refiere a la metodología, se ha realizado una revisión bibliográfica de 

artículos de carácter jurídico, de la jurisprudencia y la doctrina del Tribunal 

Constitucional, además de la revisión de leyes estatales y autonómicas y otras 

fuentes jurídicas de carácter supranacional. También se han revisado libros y la 

doctrina jurídica relativa a la temática del trabajo.  
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3. PERSPECTIVA CONSTITUCIONAL DE LAS UNIONES DE HECHO 

3.1. El deber de protección de la familia   

La familia es una institución nuclear y universal de las distintas sociedades, 

independientemente de sus múltiples modalidades y estructuras. En este sentido, 

son abundantes las referencias dentro de los textos legales que reconocen la 

importancia de la familia a nivel social y que promueven el deber de los poderes 

públicos a su protección.  

En el ámbito supranacional, el art. 16.3 de la Declaración Universal de los Derechos 

Humanos, de 10 de diciembre de 1948, señala que “la familia es el elemento natural 

y fundamental de la sociedad y tiene derecho a la protección de la sociedad y del 

Estado”. Asimismo, la Carta Social Europea, de 18 de octubre de 1961, añade en 

su art. 16.1 que “la familia, como célula fundamental de la sociedad, tiene derecho 

a una adecuada protección social, jurídica y económica, para lograr su pleno 

desarrollo”. A su vez, existen otras referencias similares a nivel internacional, 

previas a la Constitución española de 1978, que configuran el deber de protección 

de la familia.  

El deber de protección de la familia constituye un principio constitucional recogido 

en el art. 39.1 CE, este dispone que “los poderes públicos aseguran la protección 

social, económica y jurídica de la familia”. Sin embargo, no se encuentra un 

concepto jurídico de familia dentro de los textos legales. Tampoco el TC ha definido 

el concepto constitucional de familia, considerando que las sentencias en las que ha 

podido hacerlo no son el lugar adecuado para ello5. No obstante, el TC se ha 

pronunciado afirmando que el modelo constitucional de familia no está ligado al 

matrimonio6.  

Tradicionalmente, matrimonio y familia han sido consideradas realidades 

necesariamente coincidentes, solo se apreciaba la existencia de esta cuando 

era creada por la celebración de un matrimonio. Sin embargo, dicha 

 
5 STC 198/2012, de 6 de novembre de 2012 “hasta la fecha, la interpretación del art. 39 CE no ha 

llevado a este Tribunal a definir un concepto constitucional de familia, y no siendo tampoco este el 

momento para elaborarlo”.  
6 STC 222/1992, de 11 de diciembre de 1992 “Nuestra Constitución no ha identificado la familia a 

la que manda proteger con la que tiene su origen en el matrimonio”.  
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vinculación ha venido desapareciendo, y así, el artículo 32 de la 

Constitución, modificando el artículo 27.1 del texto de su anteproyecto, 

suprimió la frase “para crear una relación estable de familia”, al establecer 

el derecho a contraer matrimonio como un derecho de hombres y mujeres. 

A ello hay que añadir, que la regulación constitucional de la familia se 

realiza en un artículo diferente, el 39, lo que ha llevado a armar a parte de la 

doctrina que se trata de dos instituciones diferentes, y que el matrimonio es 

solo una forma de constituir una familia, pero no la única.7  

Por lo tanto, el concepto constitucional de familia no tiene sus orígenes en el vínculo 

del matrimonio. La STC 222/19928 reafirma la distinción de la institución de la 

familia y la del matrimonio, no solamente por su regulación en artículos claramente 

diferenciados (art. 32 y art. 39 CE) sino porque considera que la protección a la 

familia “responde a imperativos ligados al carácter ‘social’ de nuestro Estado (arts. 

1.1 y 9.2) y a la atención, por consiguiente, de la realidad efectiva de los modos de 

convivencia que en la sociedad se expresen”. La sentencia añade también que no se 

concilia “la constricción del concepto de familia a la de origen matrimonial, por 

relevante que sea en nuestra cultura —en los valores y en la realidad de los 

comportamientos sociales— esa modalidad de vida familiar”. Del mismo modo, la 

protección constitucional de la familia incluye a los matrimonios sin descendencia, 

las familias extramatrimoniales o monoparentales.  

La vinculación de la familia encerrada en la unión matrimonial no es representativa 

de la realidad social, “resulta evidente que el silencio de la CE sobre lo que deba 

entenderse por familia ha de ser interpretado en el sentido que el constituyente no 

ha querido delimitar una realidad siempre cambiante”.9 Asimismo, algunos autores 

sostienen que el concepto de familia de la CE alude al de una familia natural y no 

matrimonial, entendida como “un grupo humano con unas funciones típicas”.10 

Acorde con esta definición, Lluís Puig define el concepto de familia genérica como 

 
7 MEDINA SÁNCHEZ, Rosa (2019). “Evolución del concepto de familia. Nuevas formas de 

familia. Matrimonio y uniones de hecho”. En Tratado sobre la igualdad jurídica y social de la mujer 

en el siglo XXI, págs. 69-89. 
8 STC 222/1992 de 11 de diciembre de 1992  
9 BUENAGA CEBALLOS, Oscar (2014). “La protección social de la familia en la Constitución 

española de 1978”. En La familia y la Seguridad Social, Capítulo X, págs. 201-222. Dykinson 
10 BUENAGA CEBALLOS, “La protección social de la familia” cit., p. 205 
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“una comunidad de personas, en la que se encuentran progenitores y procreadores 

y en la que pueden integrarse otras personas, sean o no convivientes, dentro de un 

círculo más o menos amplio, según se proyecte el concepto de familia”11. 

El modelo protegible de familia en la CE, según Óscar Buenagas12, puede 

entenderse con base a dos ideas. Por un lado, el artículo 39.1 CE constituye el deber 

de protección de la familia por parte de los poderes públicos. Este artículo es un 

principio rector de la política social y económica y tal como dispone el art. 53.3 CE 

“informarán la legislación positiva, la práctica judicial y la actuación de los poderes 

públicos. Sólo podrán ser alegados ante la Jurisdicción ordinaria de acuerdo con lo 

que dispongan las leyes que los desarrollen”. En este aspecto, se atribuye al 

legislador la configuración de las agrupaciones familiares que deban ser protegidas. 

No obstante, es un error creer que el legislador puede moldear a su gusto el concepto 

de familia que debe protegerse, puesto que la CE establece una serie de elementos 

esenciales del concepto de familia protegida13. Por otro lado, como se ha venido 

reiterando, el art. 39 CE no hace referencia alguna al matrimonio y, por 

consiguiente, no existe una vinculación entre estas dos instituciones.  

Siguiendo con el modelo constitucional de familia, el art. 39.2 CE dota de 

protección y declara la igualdad de los hijos ante la ley con independencia de su 

filiación, de las madres sea cual sea su estado civil y la posibilidad de investigación 

de la paternidad. El art. 39.3 CE establece que “los padres deben prestar asistencia 

de todo orden a los hijos habidos dentro o fuera del matrimonio, durante su minoría 

de edad y en los demás casos en que legalmente proceda” y el art. 39.4 CE finaliza 

contemplando la protección de los niños al amparo de los acuerdos internacionales 

que velen por sus derechos.  

La protección de los hijos independientemente de su filiación y de las madres sea 

cual sea su estado civil “ya se encuentra implícita en el art. 14 de la propia norma 

fundamental, en cuanto proscribe cualquier discriminación por razón del 

 
11 PUIG FERRIOL, Lluís (2002). “Constitución y protección de la familia”. Cuadernos 

constitucionales de la Cátedra Fadrique Furió Ceriol, (40), 177-191 
12 BUENAGA CEBALLOS, “La protección social de la familia” cit., pp. 204-205 
13 STC 45/1989 de 20 de febrero de 1989 afirmó que “cualquier norma que incida sobre la vida de 

la familia debe ser respetuosa con la concepción de esta que alienta en la Constitución”.  
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nacimiento o por cualquiera otra condición o circunstancia personal o social”.14 En 

la misma línea, es relevante destacar el art. 9.2 CE15 que promueve la libertad e 

igualdad de los individuos y los grupos en los que se integra. Entre estos grupos se 

encuentra cualquier tipo de agrupación familiar.  

En definitiva, existen una pluralidad de modelos de familia que el TC ha 

identificado, ejemplificados en la figura 1, protegidas al amparo del art. 39 CE. 

Tales como las familias monoparentales, las familias homoparentales, las parejas 

de hecho o las que no tienen descendencia, entre otras muchas como las familias 

reconstruidas o las familias numerosas.  

 

EJEMPLOS DE MODELOS DE FAMILIA EN LAS SENTENCIAS DEL TC 

PAREJAS  

DE HECHO 

STC 764/1993 admite que las uniones de hecho “constituyen 

una realidad social cuya existencia ha tenido que ir siendo 

jurídicamente admitida” 

FAMILIAS 

MONOPARENTALES  

STC 47/2001 identifica a las familias monoparentales como 

“las formadas por el padre o la madre con sus hijos, con 

independencia de que éstos hayan sido adoptados, sean el 

fruto de una anterior relación matrimonial o hayan sido 

concebidos fuera del matrimonio” 

FAMILIAS 

HOMOPARENTALES  

STC 198/2012 donde se declara la constitucionalidad de los 

matrimonios homosexuales y posibilita la creación de 

familias matrimoniales homosexuales.  

SIN DESCENDENCIA  STC 198/2012 que establece que “son dignos de protección 

constitucional los matrimonios sin descendencia”. 

 

Figura 1. Modelos de familia en las sentencias del Tribunal Constitucional. 

Figura basada en Sotillos, M. J. (2018). La familia en la jurisprudencia del Tribunal 

Constitucional español. Actualidad jurídica iberoamericana, 196-225. STC 47/2001, de 

15 de febrero de 2001. STC 198/2012, de 6 de novembre de 2012. STC 763/1993, de 22 

de julio de 1993. 

 
14 PUIG FERRIOL, “Constitución y protección de la familia”, cit., p. 180 
15 El articulo 9.2 de la CE dispone que “corresponde a los poderes públicos promover las condiciones 

para que la libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en que se integra sean reales y 
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3.2. La pareja de hecho como unión alternativa al matrimonio 

Las uniones de hecho son una realidad social reconocida por el TC16. Sin embargo, 

la pareja de hecho y el matrimonio no son figuras equivalentes.  

Por un lado, no existe referencia alguna en la CE sobre las uniones de hecho, a 

diferencia del matrimonio. Tal como declara la STC 184/199017 “el matrimonio es 

una institución social garantizada por la Constitución […] Nada de eso ocurre con 

la unión de hecho more uxorio, que ni es una institución jurídicamente garantizada 

ni hay un derecho constitucional expreso a su establecimiento”. No obstante, eso 

no significa que las uniones de hecho sean inconstitucionales -tampoco pueden 

considerarse ilegales- sino que la CE no les hace un reconocimiento expreso.  

Ahora bien, hay que diferenciar, por un lado, las parejas de hecho con hijos y, por 

otro lado, las parejas de hecho sin hijos. Las parejas de hecho con descendencia 

configuran lo que se conoce como familia natural18 y, por lo tanto, se encuadran 

dentro del art. 39 CE y el deber de protección de las familias. En cambio, las parejas 

de hecho sin descendencia no se consideran una familia y no están protegidas 

constitucionalmente como tal.  

Por otro lado, independientemente del encuadramiento de la pareja de hecho dentro 

del concepto constitucional de familia, las uniones more uxorio se amparan en otros 

preceptos constitucionales. En concreto, al libre desarrollo de la personalidad del 

art. 10 CE. La jurisprudencia del TC ha declarado que el libre desarrollo de la 

personalidad podría verse afectado “si los poderes públicos trataran de impedir o de 

reprimir la convivencia more uxorio o de imponer el establecimiento del vínculo 

matrimonial, de manera que aquel tipo de convivencia no formalizada se viera 

 
16 La STC 764/1993 de 23 de julio de 1993 admite que las uniones de hecho “constituyen una 

realidad social cuya existencia ha tenido que ir siendo jurídicamente admitida” 
17 STC 184/1990 de 15 de noviembre de 1990  
18 El voto particular que formula el Magistrado don Vicente Gimeno Sendra en la STC 184/1990 de 

15 de noviembre de 1990 declara que “nuestra Constitución protege, no sólo a la familia como 

institución jurídica, sino también a la familia como realidad natural, por lo que, junto a la familia 

matrimonial, también han de merecer protección constitucional las denominadas uniones conyugales 

de hecho”.  
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expuesta a una gravosa y penosa suerte o a soportar sanciones legales de cualquier 

índole”19.  

A diferencia de la unión de hecho, el vínculo matrimonial general ope legis, es 

decir, una serie de derechos y deberes que no imperan en las relaciones 

extramatrimoniales20. La doctrina considera que las uniones de hecho y las uniones 

de derecho no son situaciones jurídicas equivalentes. La decisión libre de los que 

han podido casarse y no lo han hecho, eligiendo esta forma de unión, no están 

sujetos a los derechos y deberes del matrimonio “precisamente (en la generalidad 

de los casos) para quedar excluidos de la disciplina matrimonial y no ser sometidos 

a la misma”21. Por lo que aun siendo relaciones análogas y similares no imperan las 

formalidades del matrimonio.  

Por este motivo y dicho lo anterior, hay que recordar la posibilidad del legislador 

de establecer un distinto trato jurídico a estos dos vínculos22. Siendo licita la 

diferencia de trato entre estas dos figuras jurídicas, el TC se ha pronunciado 

respecto a las parejas de hecho que no han tenido la posibilidad de contraer 

matrimonio.  

Existe una diferencia sustancial entre las parejas de hecho que han elegido 

libremente la convivencia more uxorio o, por el contrario, las parejas que no han 

podido contraer matrimonio. La STC 180/2001 manifiesta el derecho a obtener un 

idéntico trato jurídico entre las parejas matrimoniales y las que no lo son, de ello se 

deduce el siguiente criterio, “el derecho a obtener idéntico trato a las parejas 

 
19 Fundamento jurídico segundo de la STC 184/1990 de 15 de noviembre de 1990.  
20 STC 184/1990 señala que "El vínculo matrimonial genera ope legis en la mujer y el marido una 

pluralidad de derechos y deberes que no se produce de modo jurídicamente necesiario entre el 

hombre y la mujer que mantienen una unidad de convivència estable no basada en el matrimonio”. 
21 STS de 21 de octubre de 1992 "La unión libre o de hecho no es una situación equivalente al 

matrimonio y, al no serlo, no pueden ser aplicada a aquélla (en cuanto a las relaciones personales y 

patrimoniales entre convivientes) la normativa reguladora de éste, pues lo que en tal forma se 

unieron, pudiendo haberse casado, lo hicieron, precisamente (en la generalidad de los casos) para 

quedar excluidos de la disciplina matrimonial y no sometidos a la misma” 
22 Voto particular que formula el Magistrado don Alvaro Rodríguez Bereijo a la Sentencia 222/1992 

“cabe concluir que el Legislador puede, en principio, establecer diferencias de tratamiento entre la 

unión matrimonial y la puramente fáctica”. STC 180/2001 de 17 de setembre de 2001 añade, citando 

a la STC 222/1992, en virtud del art.14 CE que “las diferenciaciones normativas habrán de mostrar, 

en primer lugar, un fin discernible y legítimo, tendrán que articularse, además, en términos no 

inconsistentes con tal finalidad y, deberán, por último, no incurrir en desproporciones manifiestas a 

la hora de atribuir a los diferentes grupos y categorías derechos, obligaciones o cualesquiera otras 

situaciones jurídicas subjetivas” 
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matrimoniales y no matrimoniales, y, en consecuencia, se ha otorgado o denegado 

el amparo solicitado, examinando primero si existió la posibilidad efectiva de que 

los convivientes more uxorio contrajesen el matrimonio que constituye el 

presupuesto de aplicación de la norma más beneficiosa o si, por el contrario, se 

vieron impedidos para ello por una causa constitucionalmente inadmisible”23. 

Merece una especial mención destacar que el derecho de contraer matrimonio, 

regulado en el artículo 32 de la CE24, se reduce al hombre y la mujer. No es hasta 

el año 2012 en la STC 198/2012 que se reconoce la constitucionalidad del 

matrimonio homosexual. Por lo tanto, las parejas homosexuales hasta la fecha no 

habían tenido la oportunidad de contraer matrimonio y, por lo tanto, acceder al trato 

jurídico que se otorga a los matrimonios. 

 

4. NORMATIVA AUTONÓMICA CATALANA SOBRE LA PAREJA DE 

HECHO 

Si bien es cierto que no existe una normativa estatal que regule las parejas de hecho, 

la legislación ha ido incluyendo de forma paulatina el reconocimiento de la pareja 

de hecho en sus textos. En cambio, diversas Comunidades Autónomas como 

Cataluña sí que han regulado esta materia a razón del art. 149.1.8ª CE25.  

Las parejas de hecho en Cataluña se regulan por la Ley 25/2010, de 29 de julio, del 

libro segundo del Código civil de Cataluña, relativo a la persona y la familia en el 

Cap. IV sobre la Convivencia estable en pareja.26  

 
23 STC 180/2001 de 17 de setiembre de 2001. La misma sentencia cita como ejemplo la STC 

155/1998, de 13 de julio, donde “se otorgó el amparo en atención a que los convivientes no habían 

podido contraer matrimonio al no existir posibilidad de divorciarse porque todavía no se había dado 

cumplimiento al mandato contenido en el art. 23.2 CE de regular las causas de disolución del 

matrimonio”.  
24 El articulo 32.1 de la CE dispone que “el hombre y la mujer tienen derecho a contraer matrimonio 

con plena igualdad jurídica” 
25 El art. 149.1.8ª CE establece como competencias del estado la “Legislación civil, sin perjuicio de 

la conservación, modificación y desarrollo por las Comunidades Autónomas de los derechos civiles, 

forales o especiales, allí donde existan. En todo caso, las reglas relativas a la aplicación y eficacia 

de las normas jurídicas, relaciones jurídico-civiles relativas a las formas de matrimonio, ordenación 

de los registros e instrumentos públicos, bases de las obligaciones contractuales, normas para 

resolver los conflictos de leyes y determinación de las fuentes del Derecho, con respeto, en este 

último caso, a las normas de derecho foral o especial” 
26 Esta deroga a la Ley 10/1998 de 15 de julio de uniones estables de pareja de Cataluña.  
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A ojos del legislador civil catalán, se considerarán pareja estable dos personas que 

convivan en situación análoga a la matrimonial si cumplen alguno de estos 

requisitos: una convivencia de más de dos años ininterrumpidos, si estos tienen un 

hijo en común o sí formalizan la relación a través de escritura pública27. Asimismo, 

el Código Civil catalán también regula el régimen durante la convivencia, la 

extinción de la pareja estable y los efectos de la extinción.  

Cabe destacar que algunos autores como Rosa Medina28 sostienen que “la simple 

exigencia de una convivencia puede suponer, a nuestro juicio, un ataque contra la 

libertad de elección, al atribuir a los convivientes unos derechos y obligaciones que, 

a lo mejor no quieren, por el simple transcurso del tiempo”.  

Por otro lado, la legislación civil catalana contempla otra forma de convivencia 

“como institución propia del derecho de familia catalán”29: las relaciones 

convivenciales de ayuda mutua (arts. 240-1 a 240-7 CCCat). Estas se conforman de 

“dos o más personas que conviven en una misma vivienda habitual y que 

comparten, sin contraprestación y con voluntad de permanencia y de ayuda mutua, 

los gastos comunes o el trabajo doméstico, o ambas cosas”30 y se constituyen 

mediante escritura publica o por el transcurso de dos años de convivencia. Además, 

el art. 240-2 añade como requisito la mayoría de edad y su constitución mediante 

las “unidas por vínculos de parentesco en línea colateral sin límite de grado y las 

que tienen relaciones de simple amistad o compañerismo, siempre y cuando no 

estén unidas por un vínculo matrimonial o formen una pareja estable con otra 

persona con la que convivan”.  

A diferencia de las uniones de hecho, las relaciones convivenciales de ayuda mutua 

pueden estar formadas por más de dos personas, con o sin parentesco. Sin embargo, 

ante la posibilidad de que dos personas sin vinculo de parentesco puedan formar 

esta figura, “se ha planteado la dificultad de demostrar si entre los convivientes 

existe algo más que amistad y compañía o no y, en consecuencia, determinar si 

 
27 Art. 234-2. del Código Civil catalán sobre los requisitos personales de la pareja estable.  
28 MEDINA SÁNCHEZ “Evolución del concepto de familia. cit., p. 86  
29 GIMÉNEZ COSTA, Ana; VILLÓ TRAVÉ, Cristina (2015). “La regulación catalana de una nueva 

situación convivencial: las relaciones convivenciales de ayuda mutua. Actualidad Jurídica 

Iberoamericana, 3 ter, diciembre 2015, p. 153 - 167 
30 Artículo 240-1 Códigi Civil catalán  
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estamos ante una unión estable de pareja o una relación convivencial de ayuda 

mutua.”31 Hay que recordar que, en las parejas de hecho, como en los matrimonios, 

existe una relación de afectividad o sentimental. Tal como señala la STS 611/2005, 

las parejas de hecho, “cuando reúnen determinados requisitos –constitución 

voluntaria, estabilidad, permanencia en el tiempo, con apariencia pública de 

comunidad de vida similar a la matrimonial- han merecido el reconocimiento como 

una modalidad de familia.”32  

En definitiva, aun pudiendo existir cierta similitud entre estas dos figuras, la pareja 

de hecho se configura como una relación análoga a la matrimonial. Las relaciones 

convivenciales de ayuda mutua, en cambio, “permiten establecer ciertos vínculos 

jurídicos entre aquellas personas que, conviviendo en una misma vivienda y sin 

constituir familia nuclear, comparten con voluntad de permanencia y ayuda 

mutua.”33 

 

5. EL SISTEMA TRIBUTARIO  

El art. 31 CE establece el deber de todos de contribuir “al sostenimiento de los 

gastos públicos de acuerdo con su capacidad económica mediante un sistema 

tributario justo inspirado en los principios de igualdad y progresividad que, en 

ningún caso, tendrá alcance confiscatorio.” En consecuencia, el sistema tributario 

parte de dos obligaciones: la obligación de contribuir y la obligación de una 

tributación justa. Con los límites en la capacidad económica de los contribuyentes.34 

El sistema tributario, por lo tanto, tiene una función recaudatoria. Sin embargo, 

puede tener otras finalidades extrafiscales. Los tributos pueden utilizarse como 

instrumentos para modificar la conducta y comportamientos de la ciudadanía. 

Asimismo, la estructura del sistema puede reproducir ciertos modelos históricos y 

tradicionales basados en unos roles de género. Algunos autores sostienen la 

 
31 GIMÉNEZ COSTA; VILLÓ TRAVÉ “La regulación catalana de una nueva situación 

convivencial” cit., p. 158  
32 Fundamento jurídico segundo de la STS 611/2005, de 12 de septiembre  
33 BALLESTER CASANELLA, Blanca (2017). “Nuevas formas de convivencia de carácter familiar 

o cuasi familiar” Revista de Derecho, Empresa y Sociedad (REDS), nº 10, p. 127-143 
34 SÁNCHEZ HUETE. “Los sesgos en la norma tributaria” cit., p. 4 
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existencia de sesgos de géneros en las normas tributarias e incluso afirman que “los 

sistemas de impuestos y prestaciones están diseñados originalmente conforme a la 

norma familiar de sustentador masculino / esposa dependiente”. Por este motivo, el 

legislador tributario puede tener un impacto en los contribuyentes y en la sociedad.  

Sin ser una excepción, la normativa tributaria no es neutra y ni ajena a la sociedad. 

El tratamiento fiscal que se otorga a las familias y, en concreto, a las parejas de 

hecho muestran la visión del legislador tributario en esta materia. Cabe preguntarse 

si el derecho tributario incentiva y premia a determinados vínculos y/o modelos 

familiares respecto a otros. O, si, por el contrario, simplemente los invisibiliza.  

Por este motivo, es de interés ver la configuración de la familia en el sistema 

tributario respecto a su composición y su tratamiento jurídico.  

 

5.1. Los impuestos subjetivos y personales 

Para determinar el concepto de familia y analizar el tratamiento que se da a las 

uniones de hecho en el sistema tributario, cabe tener en cuenta los impuestos 

personales y subjetivos. La razón de los primeros es el hecho de afectar a las 

personas físicas; y la de los segundos el tener en cuenta las circunstancias 

personales de los contribuyentes. 

Los tributos más relevantes en esta materia son el IRPF, el ISD y el Impuesto sobre 

el Patrimonio. Sin embargo, el último “se plantea como un impuesto estrictamente 

individual sobre las personas físicas, en el que se excluye cualquier alternativa de 

imposición familiar conjunta […] Se trata de un tributo cuyo hecho imponible recae 

sobre la titularidad de bienes y derechos, objeto impositivo perfectamente separable 

del hecho familiar.”35 Por este motivo, como el IRPF y el ISD tienen una mayor 

adaptación del gravamen a las circunstancias familiares, pueden resultar más 

ejemplificativos de la realidad tributaria de las familias y de las parejas de hecho.36 

 
35 Fragmento de la exposición de motivos de la Ley 19/1991, de 6 de junio, del Impuesto sobre el 

Patrimonio. 
36 SANZ GÓMEZ, Rafael (2020) “Los conceptos de unidad familiar en el Derecho tributario: 

análisis funcional y propuestas de reforma” Análisis transversal de la atención al hecho familiar en 

el ordenamiento tributario, Ed. Aranzadi 
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Asimismo, la normativa tributaria respecto estos tributos está cedida en parte a las 

autonomías. Por lo tanto, respecto a las familias y a las parejas de hecho, la 

regulación estatal y autonómica puede ser dispar. Incluso entre las autonomías 

pueden surgir diferencias.  

 

5.2. Competencias autonómicas en materia tributaria  

El art. 156 CE establece que las CCAA “gozarán de autonomía financiera para el 

desarrollo y ejecución de sus competencias” y “podrán actuar como delegados o 

colaboradores del Estado para la recaudación, la gestión y la liquidación de los 

recursos tributarios de aquél, de acuerdo con las leyes y los Estatutos”. El art. 157 

CE añade como recursos de las CCAA los impuestos cedidos -en el que se 

encuentran el IRPF y ISD- y remite la regulación del ejercicio de las competencias 

autonómicas mediante ley orgánica.  

La regulación del régimen de cesión de los impuestos a las autonomías se establece 

mediante la Ley orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, de Financiación de las 

Comunidades Autónomas (LOFCA). El art. 11 de la presente LO confiere a las 

autonomías la cesión del IRPF y ISD. En el caso del IRPF, la cesión tiene un 

carácter parcial con el limite máximo del 50%. Además, el art. 19 LOFCA atribuye 

las siguientes competencias normativas a las CCAA: en el IRPF “la fijación de la 

cuantía del mínimo personal y familiar y la regulación de la tarifa y deducciones de 

la cuota” y en el ISD “reducciones de la base imponible, tarifa, la fijación de la 

cuantía y coeficientes del patrimonio preexistente, deducciones, bonificaciones, así 

como la regulación de la gestión”. Asimismo, el actual sistema de financiación de 

las CCAA se desarrolla en la Ley 22/200937.  

En el IRPF, según el art. 46 de la Ley 22/2009, las CCAA pueden asumir, entre 

otras, las siguientes competencias normativas:  

 
37 Ley 22/2009, de 18 de diciembre, por la que se regula el sistema de financiación de las 

Comunidades Autónomas de régimen común y Ciudades con Estatuto de Autonomía y se modifican 

determinadas normas tributarias. 
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­ El importe del mínimo personal y familiar aplicable para el cálculo del 

gravamen autonómico. Las CCAA pueden establecer incrementos o 

disminuciones en las cuantías correspondientes al mínimo del contribuyente 

y a los mínimos por descendientes, ascendientes y discapacidad con el límite 

del 10 por ciento para cada una de las cuantías. 

­ La escala autonómica aplicable a la base liquidable general deberá ser 

progresiva. 

­ Las CCAA podrán aprobar deducciones en la cuota íntegra autonómica, 

entre otras, por circunstancias personales y familiares, por inversiones no 

empresariales y por aplicación de renta, siempre que no supongan, directa o 

indirectamente, una minoración del gravamen efectivo de alguna o algunas 

categorías de renta. 

En el caso del ISD, según el art. 48 de la Ley 22/2009, las CCAA pueden asumir 

las siguientes competencias normativas:  

­ Reducciones de la base imponible tanto para las transmisiones ínter vivos 

como para las mortis causa. 38 

­ La tarifa del impuesto  

­ Cuantías y coeficientes del patrimonio preexistente  

­ Deducciones y bonificaciones de la cuota.  

­ Las CCAA pueden regular los aspectos de gestión y liquidación. Sin 

embargo, el Estado retendrá la competencia para establecer el régimen de 

autoliquidación del impuesto con carácter obligatorio en las diferentes 

autonomías.  

 
38 El art. 48.1 a) añade que las CCAA pueden establecer “las reducciones que consideren 

convenientes, siempre que respondan a circunstancias de carácter económico o social propias de la 

Comunidad Autónoma de que se trate. Asimismo, las Comunidades Autónomas podrán regular las 

establecidas por la normativa del Estado, manteniéndolas en condiciones análogas a las establecidas 

por éste o mejorándolas mediante el aumento del importe o del porcentaje de reducción, la 

ampliación de las personas que puedan acogerse a la misma o la disminución de los requisitos para 

poder aplicarla. Cuando las Comunidades Autónomas creen sus propias reducciones, éstas se 

aplicarán con posterioridad a las establecidas por la normativa del Estado. Si la actividad de la 

Comunidad Autónoma consistiese en mejorar una reducción estatal, la reducción mejorada 

sustituirá, en esa Comunidad Autónoma, a la reducción estatal. A estos efectos, las Comunidades 

Autónomas, al tiempo de regular las reducciones aplicables deberán especificar si la reducción es 

propia o consiste en una mejora de la del Estado” 
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Por otro lado, el art. 25 de la Ley 22/2009 cede a las CCAA “el rendimiento total o 

parcial en su territorio” de diversos tributos, incluyendo el IRPF y el ISD. En el 

caso del IRPF, tal como especifica el art. 30 de la Ley 22/2009, se considera 

producido en el territorio de una CCAA el rendimiento correspondiente de los 

contribuyentes que tengan su residencia habitual en dicho territorio. Por otro lado, 

en los supuestos de “contribuyentes integrados en una unidad familiar tuvieran su 

residencia habitual en Comunidades distintas y optasen por la tributación conjunta, 

el rendimiento que se cede se entenderá producido en el territorio de la Comunidad 

Autónoma donde tenga su residencia habitual el miembro de dicha unidad con 

mayor base liquidable de acuerdo con las reglas de individualización del Impuesto.” 

Cabe recordar que en el IRPF la cesión en materia de recaudación es parcial y 

corresponde al 50% del rendimiento. En el caso del ISD, el art. 32.2 de la misma 

ley señala que se considera producido en el territorio de una CCAA el rendimiento 

del ISD de los sujetos pasivos residentes en España según diversos puntos de 

conexión. En este sentido, con relación al epígrafe séptimo del presente trabajo, es 

relevante añadir que “en el caso del impuesto que grava las adquisiciones mortis 

causa y las cantidades percibidas por los beneficiarios de seguros sobre la vida que 

se acumulen al resto de bienes y derechos que integran la porción hereditaria del 

beneficiario, en el territorio donde el causante tenga su residencia habitual a la fecha 

del devengo.”  

A efectos de residencia, se considerará que las personas físicas residentes en 

territorio español lo son en el territorio de una CCAA (art. 28 Ley 22/2009) cuando 

permanezcan en el territorio de la autonomía un mayor número de días del periodo 

impositivo39, en el caso del IRPF, y “del período de los cinco años inmediatos 

anteriores, contados de fecha a fecha, que finalice el día anterior al de devengo” en 

el ISD.  

 

 

 

 
39 El art. 12 LIRPF establece como regla general un período impositivo de un año natural.  
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6. TRIBUTACIÓN DE LA PAREJA DE HECHO EN EL IMPUESTO 

SOBRE LA RENTA DE LAS PERSONAS FÍSICAS  

El IRPF se regula en la Ley 35/200640 y se configura como un tributo de 

importancia fundamental para el efectivo cumplimiento del art. 31 CE. Sin 

embargo, el tratamiento fiscal que se da a las parejas de hecho y a los matrimonios 

es diferente.  

En el IRPF existen dos modalidades de tributación. Aunque, el principio general es 

la individualización de las rentas, la declaración conjunta también es una opción. 

La propia LIRPF es la que define la unidad familiar y concreta las agrupaciones que 

tienen derecho a realizar la tributación conjunta. Existen dos modelos de unidades 

familiares según el art. 82 LIRPF: el modelo monoparental y el modelo biparental 

o matrimonial.41   

El modelo monoparental se compone de los casos de separación legal o en que no 

exista vínculo matrimonial y lo forman el padre o la madre y todos los hijos con los 

que conviva sujetos a su patria potestad. Es decir, uno de los progenitores con los 

hijos menores con los que conviva.  

En cambio, el modelo biparental o matrimonial lo integran los cónyuges no 

separados legalmente y, si los hubiera, los hijos menores de edad y/o los hijos 

mayores de edad incapacitados judicialmente sujetos a la patria potestad prorrogada 

o rehabilitada.  

La unidad familiar biparental o matrimonial “se construye sobre la base de dos 

instituciones jurídico-civiles: el matrimonio y la patria potestad. La convivencia 

solo tiene una relevancia indirecta. En el caso de los cónyuges, se presume –salvo 

prueba en contrario– que viven juntos (art. 69 del Código Civil; en lo sucesivo, CC); 

 
40 Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y de 

modificación parcial de las leyes de los Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta de no Residentes 

y sobre el Patrimonio. 
41 El artículo 82 LIRPF “1. Podrán tributar conjuntamente las personas que formen parte de alguna 

de las siguientes modalidades de unidad familiar: 1.ª La integrada por los cónyuges no separados 

legalmente y, si los hubiera: a) Los hijos menores, con excepción de los que, con el consentimiento 

de los padres, vivan independientes de éstos. b) Los hijos mayores de edad incapacitados 

judicialmente sujetos a patria potestad prorrogada o rehabilitada. 2.ª En los casos de separación legal, 

o cuando no existiera vínculo matrimonial, la formada por el padre o la madre y todos los hijos que 

convivan con uno u otro y que reúnan los requisitos a que se refiere la regla 1.ª de este artículo.” 
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presunción que se destruye en caso de admisión de demanda de nulidad, separación 

o divorcio (art. 102.1.º CC)”.42 Por lo tanto, en el caso de los matrimonios separados 

de hecho, estos pueden declarar conjuntamente puesto que se presume que los 

cónyuges viven juntos.  

Las parejas de hecho, en cambio, no pueden optar por la tributación conjunta puesto 

que no cumplen los requisitos del art. 82 LIRPF. Al no existir el vínculo 

matrimonial, no se consideran una unidad familiar. Sin embargo, en el supuesto de 

las parejas de hecho con hijos, se puede efectuar una declaración individual y otra 

con uno de los progenitores y los hijos comunes. Pero en ningún caso la pareja 

puede efectuar una declaración conjunta. Por el contrario, como se ha mencionado 

con anterioridad, una no familia podría declarar conjuntamente si se tratase de un 

matrimonio separado de hecho.  

La tipificación expresa de lo que se considera unidad familiar “fiscal” a ojos de la 

LIRPF, comporta la invisibilización de otros modelos de familias existentes, como 

las parejas de hecho. “Resulta beligerante en esta materia ya que visibiliza e, 

implícitamente, da carta de naturaleza familiar a determinados modelos y no a otros. 

Todo ello en un contexto en que la propia Constitución española no se decanta, ni 

efectúa manifestaciones al respecto del carácter matrimonial o no del sustrato 

familiar”43. El modelo familiar reconocido por la ley tributaria se basa 

esencialmente en la figura matrimonial, sin embargo, el TC ha declarado en 

reiteradas sentencias (STC 222/1992, STC 184/1990, etc.) que el modelo 

constitucional de familia protegido al amparo del art. art.39 CE no se vincula con 

el matrimonio.  

No obstante, la tributación conjunta no supone -a priori- un trato más beneficioso a 

los matrimonios que a las parejas de hecho, puesto que la suma de las rentas 

conlleva a la aplicación de una tarifa superior que la tributación individual. Sin 

embargo, al no existir obligatoriedad de declarar de forma conjunta, las parejas que 

ostentan un vínculo matrimonial pueden optar por declarar individualmente o 

 
42 SANZ GÓMEZ “Los conceptos de unidad familiar en el Derecho tributario” cit., p. 4  
43 SÁNCHEZ HUETE, Miguel Ángel (2013). “La tributación y su impacto de genero en España”. 

Revista de Derecho, Universidad Católica del Norte, Sección: Estudios,  Año 20 - Nº 2, 2013 pp. 

201-231 
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declarar conjuntamente según más les convenga. En el caso de parejas con una sola 

renta, la declaración conjunta resulta más beneficiosa que la individual.  

Con la tributación conjunta, el “legislador de 1978 estaba reflejando una idea de 

familia tradicional, donde la esposa depende económicamente del cabeza de 

familia”44. El legislador recompensa los matrimonios con un único perceptor de 

rentas y un cónyuge económicamente dependiente a través de un gravamen menor. 

Si bien es cierto que la norma no afirma que sea la mujer el cónyuge dependiente, 

“no es inocua en clave de género, […] de manera indirecta se otorga un tratamiento 

discriminador en donde los roles de género socialmente construidos están 

presentes.”45 Desde la perspectiva de género, la preservación de esta regulación 

puede ser criticable.  Sin embargo, el legislador “consideró conveniente mantenerlo 

para evitar perjudicar a aquellos matrimonios en los que uno de sus miembros no 

puede o no pudo acceder al mercado laboral”46.  Por lo tanto, en los supuestos de 

matrimonios y uniones de hecho con dos perceptores de renta, la modalidad de 

declaración conjunta resulta más gravosa que la individual. En este aspecto, la 

declaración conjunta se reduce a los matrimonios con un solo perceptor de rentas. 

Tal como muestran los últimos datos, en el año 2019, de las 21.028.886 

declaraciones presentadas, más del 80% fueron declaraciones individuales47.   

Dejando de lado los sesgos de género que puede plantear la norma, la problemática 

que surge respecto a las parejas de hecho es diversa. En primer lugar, la falta de 

reconocimiento de las parejas de hecho como una realidad existente -social y 

jurídicamente- y su exclusión de conformar una unidad familiar. Aunque la LIRPF 

permite a las parejas matrimoniales declarar conjuntamente, no da esa posibilidad 

a las uniones de hecho. Se concede al “estado civil una relevancia que, desde la 

perspectiva de la capacidad económica a evaluar, es cuestionable que la posea”48. 

El legislador tributario relaciona la familia “fiscal” con la institución matrimonial, 

 
44 SANZ GÓMEZ “Los conceptos de unidad familiar” cit., p. 4 
45 SÁNCHEZ HUETE. “La tributación y su impacto de genero” cit., p. 216 
46 SANZ GÓMEZ “Los conceptos de unidad familiar” cit., p. 5 
47 AGENCIA TRIBUTARIA “Estadísticas de los declarantes del IRPF”. Recuperado de 

https://sede.agenciatributaria.gob.es/AEAT/Contenidos_Comunes/La_Agencia_Tributaria/Estadist

icas/Publicaciones/sites/irpf/2019/jrubik81879f5aeedcb31f202d572d7c82b774c6e6f7e.html  
48 SÁNCHEZ HUETE, Miguel Ángel (2021). “Los sesgos y la discriminación de género en la norma 

tributaria” Revista española de Derecho Financiero num.189/2021 Editorial Civitas, SA 

https://sede.agenciatributaria.gob.es/AEAT/Contenidos_Comunes/La_Agencia_Tributaria/Estadisticas/Publicaciones/sites/irpf/2019/jrubik81879f5aeedcb31f202d572d7c82b774c6e6f7e.html
https://sede.agenciatributaria.gob.es/AEAT/Contenidos_Comunes/La_Agencia_Tributaria/Estadisticas/Publicaciones/sites/irpf/2019/jrubik81879f5aeedcb31f202d572d7c82b774c6e6f7e.html
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sin embrago, el constituyente ha dejado claro la desvinculación entre estas dos 

instituciones. En este sentido, solo las parejas matrimoniales tienen opción de 

escoger entre la declaración conjunta o la declaración individual. No obstante, la 

declaración conjunta es una opción que esencialmente favorece a los matrimonios 

con un único cónyuge perceptor de rentas. Por este motivo, con carácter general, 

prima la tributación individual de las rentas. Asimismo, no hay que olvidar que las 

parejas de hecho no gozan de esa elección, pero en cambio, los matrimonios 

separados de hecho pueden acogerse a la declaración conjunta, situación que resulta 

singular. En el caso de las parejas de hecho con hijos, solamente pueden declarar 

conjuntamente, como unidad familiar, uno de los progenitores con los hijos con los 

que conviva (declaración conjunta monoparental). El otro integrante de la pareja 

deberá tributar de forma individual y separada. En definitiva, se deducen 

principalmente dos aspectos criticables, “uno de carácter formal, respecto de qué 

realidades familiares visibiliza y cuáles desconoce, y otro, de carácter material, 

respecto del tratamiento tributario otorgado”49 

 

6.1. Normas aplicables a la tributación conjunta  

El art. 84 LIRPF establece las normas de la tributación conjunta. Como precepto 

general, se aplican las mismas reglas, importes y límites cuantitativos a la 

declaración individual que a la declaración conjunta, sin que estos se eleven o se 

multipliquen en función de la unidad familiar. No obstante, existen excepciones. 

En el IRPF español, los elementos más destacados que afectan a la tributación 

conjunta de las parejas de hecho se componen por una serie de desgravaciones con 

relación a los hijos50. En primer lugar, el mínimo por descendientes, supone una 

desgravación en la cuota teniendo en cuenta la existencia de descendientes, según 

el número se incrementará la desgravación de la cuota51. Sin embargo, el art. 61 

 
49 SÁNCHEZ HUETE. “La tributación y su impacto de genero” cit., p. 214 
50 MEDIALDEA GARÍA, Bibiana; PAZOS MORÁN, María (2011). “Impuesto sobre la renta 

español (IRPF) desde la perspectiva de género: cuestiones de equidad y de eficiència”. XVIII 

Encuentro de economía pública 
51 El art. 58 de LIRPF dispone que “1. El mínimo por descendientes será, por cada uno de ellos 

menor de veinticinco años o con discapacidad cualquiera que sea su edad, siempre que conviva con 

el contribuyente y no tenga rentas anuales, excluidas las exentas, superiores a 8.000 euros, de: 
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LIRPF señala que cuando dos o más contribuyentes tengan derecho a la aplicación 

del mínimo por descendientes, su importe se prorrateará entre ellos por partes 

iguales. Por contra, “si uno de los padres tributa conjuntamente con el hijo o hija, 

dicho progenitor aplicaría íntegramente el mínimo por descendientes 

correspondiente a esa hija, y el otro progenitor no tiene derecho al mínimo al 

presentar la hija declaración”52. Por lo tanto, las parejas de hecho con hijos, solo 

uno de los progenitores podrá beneficiarse de la desgravación, sin que pueda 

prorratearse, puesto que no existe la posibilidad de que la pareja tribute 

conjuntamente.  

En el supuesto de la deducción por familia numerosa regulado en el art. 81 bis 

LIRPF “no tendrá inconveniente en ser aplicada por los miembros de las parejas de 

hecho cuando les resulte de aplicación la ley de protección de las mismas.”53 Es 

decir, la Ley 40/200354 según la cual en su art. 2.1 “se entiende por familia 

numerosa la integrada por uno o dos ascendientes con tres o más hijos, sean o no 

comunes” sin tener en cuenta el vínculo que une a los progenitores. Por lo tanto, las 

parejas de hecho y los matrimonios gozan del mismo trato respecto a la deducción 

por familia numerosa.  

Por otra parte, existe una reducción por declaración conjunta (art.84.2.3º y 

art.84.2.4º LIRPF) que se aplica sobre la base imponible de la unidad familiar. En 

el caso del modelo biparental o matrimonial la reducción es de 3.400 euros anuales 

y en el modelo monoparental de 2.150 euros anuales. Esto supone, a la práctica, que 

las uniones de hecho desgraven 1.250 euros menos que los matrimonios con o sin 

hijos que escojan el modelo de tributación conjunta. 

 

 

 
2.400 euros anuales por el primero. 2.700 euros anuales por el segundo. 4.000 euros anuales por el 

tercero. 4.500 euros anuales por el cuarto y siguientes [...] 2. Cuando el descendiente sea menor de 

tres años, el mínimo a que se refiere el apartado 1 anterior se aumentará en 2.800 euros anuales 
52 HERNÁNDEZ GUIJARRO, Fernando (2019). “Fiscalidad de las parejas de hecho” Actualidad 

Jurídica Iberoamericana Nº 11, agosto 2019, ISSN: 2386-4567, pp. 402-417.  
53 HERNÁNDEZ GUIJARRO, “Fiscalidad de las parejas de hecho” cit., p. 8  
54 Ley 40/2003, de 18 de noviembre, de Protección a las Familias Numerosas. 
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6.2. Tributación en Cataluña  

El IRPF es un impuesto cedido parcialmente a las autonomías, las cuales pueden 

regular “la escala autonómica aplicable a la base liquidable general, las deducciones 

por circunstancias personales y familiares, así como por inversiones no 

empresariales y por aplicación de rentas; y los aumentos o las disminuciones de los 

porcentajes de la deducción por adquisición de la vivienda habitual”55 

Cataluña, en el ejercicio 2021, ha establecido la tarifa y las deducciones que se 

expondrán a continuación56. Sin embargo, en el caso de las deducciones, solamente 

se numerarán las más representativas que pueden tener una incidencia sobre la 

figura de la pareja de hecho y el modelo de tributación conjunta.    

1. En la base liquidable general, Cataluña ha establecido una escala de siete 

tramos con el tipo mínimo de 12% y el máximo de 25,50%. Esta escala es 

superior a la escala general fijada en el mismo año57. 

 

Tabla 1. Base liquidable general. Gravamen autonómico.  

Fuente: AGÈNCIA TRIBUTARIA DE CATALUNYA. “Impuesto sobre la renta de las 

personas físicas”. Recuperado de https://atc.gencat.cat/es/tributs/irpf/ 

 

2. Deducción por nacimiento o adopción de hijos. En el caso de la declaración 

individual, cada progenitor puede deducir 150 euros y en la declaración 

conjunta un total de 300 euros.  

 
55 AGÈNCIA TRIBUTARIA DE CATALUNYA. “Impuesto sobre la renta de las personas físicas”. 

Recuperado de https://atc.gencat.cat/es/tributs/irpf/  
56 Documento publicado en la web de la Agència Tributaria de Catalunya sobre las deduccions de 

la cuota íntegra en el IRPF. Recuperado de https://atc.gencat.cat/es/tributs/irpf/  
57 SECRETARÍA GENERAL DE FINANCIACIÓN AUTONÓMICA Y LOCAL (2022) 

“Tributación autonómica. Medidas 2021”  

https://atc.gencat.cat/es/tributs/irpf/
https://atc.gencat.cat/es/tributs/irpf/
https://atc.gencat.cat/es/tributs/irpf/
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3. Deducción por alquiler de vivienda habitual. Los contribuyentes pueden 

deducirse el 10 %, hasta un máximo de 300 euros anuales -en el caso de la 

declaración conjunta hasta 600 euros- de las cantidades satisfechas en el 

período impositivo, siempre que cumplan los requisitos previstos. 

 

4. Deducción por familias numerosas. Los contribuyentes pueden deducirse el 

10 %, hasta un máximo de 600 euros anuales, de las cantidades satisfechas 

en el periodo impositivo, siempre que en la fecha de devengo cumplan los 

requisitos establecidos.   

Las deducciones en Cataluña, en los supuestos de declaración conjunta, son más 

elevadas que en la tributación individual. Exceptuando la deducción por familia 

numerosa que no hace tal distinción.  

 

7. TRIBUTACIÓN DE LA PAREJA DE HECHO EN EL IMPUESTO 

SOBRE SUCESIONES Y DONACIONES 

El Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones se regula en la Ley 29/1987, de 18 de 

diciembre, del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones. Tal como se señala en la 

exposición de motivos de propia ley, el ISD “cierra el marco de la imposición 

directa, con el carácter de tributo complementario del Impuesto sobre la Renta de 

las Personas Físicas”. La LISD grava tanto las transmisiones lucrativas inter vivos 

como mortis causa y, además, prevé una serie de reducciones con motivo del 

parentesco. En este contexto, relativo a las parejas de hecho, interesa analizar las 

transmisiones mortis causa en referencia a la sucesión por fallecimiento.  

Sin embargo, en el marco jurídico actual, aunque el ISD es un tributo de titularidad 

estatal, este tiene importantes competencias cedidas a las CCAA sobre su 
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regulación.58 De conformidad con el art. 32 de la Ley 22/200959, las CCAA tienen 

cedido el rendimiento de “las adquisiciones mortis causa y las cantidades percibidas 

por los beneficiarios de seguros sobre la vida que se acumulen al resto de bienes y 

derechos que integran la porción hereditaria del beneficiario, en el territorio donde 

el causante tenga su residencia habitual a la fecha del devengo”. (ver epígrafe 5.2) 

En el caso de Cataluña, la regulación de este tributo se prevé en la Ley 19/2010, de 

7 de junio, de regulación del impuesto sobre sucesiones y donaciones. 

Es importante comparar la normativa estatal y autonómica relativa al ISD porque 

el tratamiento jurídico de las parejas de hecho es diferente. Por un lado, la LISD 

estatal no contempla las uniones de hecho en su articulado y, por el otro, actúa como 

normativa supletoria en absencia de regulación autonómica o en los supuestos en 

que no pueda aplicarse la normativa autonómica. Por el contrario, la normativa 

autonómica catalana del ISD si regula estas uniones.  

En el art. 20.2.a) LISD -de ámbito estatal- se clasifican a los causahabientes de las 

adquisiciones mortis causa en cuatro grupos diferentes:  

GRUPO I 

Descendientes y adoptados menores de veintiún años, 15.956,87 

euros, más 3.990,72 euros por cada año menos de veintiuno que 

tenga el causahabiente, sin que la reducción pueda exceder de 

47.858,59 euros. 

GRUPO II 
Descendientes y adoptados de veintiuno o más años, cónyuges, 

ascendientes y adoptantes, 15.956,87 euros. 

GRUPO III 
Colaterales de segundo y tercer grado, ascendientes y descendientes 

por afinidad, 7.993,46 euros. 

GRUPO IV 
Colaterales de cuarto grado, grados más distantes y extraños, no 

habrá lugar a reducción. 

Tabla 2. Clasificación de los grupos de parentesco en las adquisiciones mortis causa 

Elaboración propia con los datos del artículo 20.2.a) de la LISD. 

 

 
58 El art. 25.1 de la Ley 22/2009 dispone que “se cede a las Comunidades Autónomas, según los 

casos, el rendimiento total o parcial en su territorio de los siguientes tributos: c) Impuesto sobre 

Sucesiones y Donaciones”.  
59 Ley 22/2009, de 18 de diciembre, por la que se regula el sistema de financiación de las 

Comunidades Autónomas de régimen común y Ciudades con Estatuto de Autonomía y se modifican 

determinadas normas tributarias 
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Las parejas de hecho deberían encuadrarse en el Grupo IV como “extraños”. En 

este contexto, las uniones de hecho no tendrían derecho a una reducción de las 

adquisiciones mortis causa. En cambio, los matrimonios, incluidos en el Grupo II 

optarían por una reducción de 15.956,87 euros, resultando en un tratamiento fiscal 

diferente y mucho más favorable.  

Del mismo modo pasa a la hora de aplicar los coeficientes multiplicadores de la 

cuota tributaria del art. 22 de la LISD. En defecto de normativa autonómica, a las 

parejas de hecho se les aplicaría un coeficiente mucho más elevado que a los 

matrimonios debido a su diferente encuadración.  

 

Patrimonio preexistente 

Euros 

Grupos del artículo 20 

I y II III IV 

De 0 a 402.678,11 .......................................... 1,0000 1,5882 2,0000 

De más de 402.678,11 a 2.007.380,43...... 1,0500 1,6676 2,1000 

De más de 2.007.380,43 a 4.020.770,98... 1,1000 1,7471 2,2000 

Más de 4.020.770,98...................................... 1,2000 1,9059 2,4000 

Tabla 3. Coeficientes multiplicadores de la cuota tributaria (art. 22 LISD) 

Fuente: Ley 29/1987, de 18 de diciembre, del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones. 

 

 

 

 

7.1. Tributación en Cataluña  

En contraposición al legislador tributario estatal, las autonomías como Cataluña sí 

tienen en cuenta la figura de la pareja de hecho a efectos de tributación. De esta 

forma, dan visibilidad a otro modelo de convivencia no basada en el vínculo 

matrimonial.  

El art. 50 de la Ley 19/2010 dispone que “los miembros de las parejas estables 

quedan asimilados a los cónyuges, a efectos del impuesto sobre sucesiones y 

donaciones, dentro del ámbito de competencias asumidas por la Generalidad”. 

Además, el artículo añade que “el sujeto pasivo debe acreditar la convivencia en 

pareja estable, de acuerdo con los requisitos que se establezcan a tal efecto por la 

normativa reguladora de dichas uniones”. En Cataluña, las parejas de hecho se 
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regulan a través de la legislación civil60. El art. 234-1 CCC reconoce como pareja 

estable a dos personas que convivan en situación análoga a la matrimonial si 

cumplen alguno de estos requisitos: una convivencia de más de dos años 

ininterrumpidos, si estos tienen un hijo en común o sí formalizan la relación a través 

de escritura pública. Por lo tanto, las parejas que cumplan alguno de estos 

requisitos, podrán asimilarse a las parejas matrimoniales en las materias reguladas 

por la ley autonómica catalana del ISD.  

Asimismo, el legislador tributario catalán considera que “las relaciones entre un 

cónyuge o un conviviente en pareja estable y los hijos de su cónyuge o del otro 

miembro de la pareja quedan asimiladas, a efectos del impuesto sobre sucesiones y 

donaciones, a las relaciones entre ascendientes e hijos, dentro del ámbito de 

competencias asumidas por la Generalidad”61. En consecuencia, los hijos del otro 

miembro de la pareja se tratan fiscalmente como propios. Consideración que la 

LISD estatal no contempla.  

Por otro lado, merecen especial mención las relaciones de ayuda mutua62 que 

reconoce el legislador catalán como otra modalidad de convivencia a tener en 

consideración. “La Ley catalana del ISD equipara a los convivientes a los 

descendientes incluidos en el grupo II, y se les reconoce una reducción en la base 

imponible de 50.000 euros. Se debe notar que en este caso para disfrutar del 

beneficio fiscal la sucesión ha de ser testamentaria, pues los convivientes en 

relaciones de convivencia de ayuda mutua no resultan llamados en la sucesión 

intestada”.63 Con dicha consideración, se introduce en la normativa una nueva 

realidad familiar presente. 

 
60 las parejas de hecho en Cataluña se regulan por la Ley 25/2010, de 29 de julio, del libro segundo 

del Código civil de Cataluña, relativo a la persona y la familia en el Cap. IV sobre la Convivencia 

estable en pareja. 
61 Articulo 60 de la Ley 19/2010 
62 El artículo 240-1 del CCC define a las relaciones convivenciales de ayuda mutua como “dos o 

más personas que conviven en una misma vivienda habitual y que comparten, sin contraprestación 

y con voluntad de permanencia y de ayuda mutua, los gastos comunes o el trabajo doméstico, o 

ambas cosas” 
63 CAÑAL GARCÍA, Francisco José (2017). “Evolución de las reducciones por parestesco en el 

Impuesto se Sucesiones” Fundamentos romanísticos del derecho contemporáneo, págs. 1021-1032 
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A continuación, se procederá a analizar la reducción por parentesco de las 

adquisiciones mortis causa y la cuota tributaria que establece la Ley catalana del 

ISD.  

El art. 2 de la Ley 19/2010 sobre la reducción por parentesco en las adquisiciones 

mortis causa, clasifica a los causahabientes del mismo modo que la LISD. Sin 

embargo, hay que tener en cuenta la asimilación que hace Ley catalana con los hijos 

propios y los del cónyuge o pareja estable.  

 

GRUPO I Descendientes menores de veintiún años): 100.000, más 12.000 euros 

por cada año de menos de veintiuno que tenga el causahabiente, hasta 

un límite de 196.000 euros 

GRUPO II Descendientes de veintiún años o más, cónyuges y ascendientes: 

– Cónyuge: 100.000 euros. 

– Hijo: 100.000 euros. 

– Resto de descendientes: 50.000 euros. 

– Ascendientes: 30.000 euros 

GRUPO III Colaterales de segundo y tercer grado y por ascendientes y 

descendientes por afinidad): 8.000 euros. 

GRUPO IV  Colaterales de cuarto grado o de grados más distantes y por extraños): 

no se aplica ninguna reducción por razón de parentesco. 

Tabla 4. Clasificación de los grupos de parentesco en las adquisiciones mortis causa 

Elaboración propia con los datos del artículo 2 de la Ley 19/2010 

 

Las parejas de hecho se incluyen en el Grupo II, debido a la asimilación con las 

parejas matrimoniales, y se les otorga una reducción de 100.000 euros. Existe una 

diferencia respecto a la legislación estatal, puesto que la última no ofrece ningún 

tipo de reducción por parentesco a las uniones de hecho. Además, las cuantías son 

más elevadas en la Ley catalana del ISD.  

Respecto a la cuota tributaria, el art. 58 de la Ley 19/2020 aplica los siguientes 

coeficientes multiplicadores según el grado de parentesco:  
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Grupos I y II Grupo III Grupo IV 

1 1,5882 2 

Tabla 5. Coeficientes multiplicadores de la cuota tributaria  

Fuente: artículo 58 de la Ley 19/2010  

 

A las uniones de hecho se les aplicaría el coeficiente multiplicador del Grupo II 

equivalente a 1. En cambio, en el ámbito estatal, se le aplicaría el coeficiente 

correspondiente al Grupo IV. Otra peculiaridad que añade la legislación autonómica 

es la desaparición de los tramos basándose en el patrimonio. Por el contrario, el art. 

58 bis de la Ley 19/2010 regula una serie de bonificaciones de la cuota tributaria. 

En el caso de las cónyuges y, por lo tanto, las parejas de hecho, pueden aplicar una 

bonificación del 99% en las adquisiciones mortis causa. El resto de contribuyentes 

podrán aplicar la bonificación “en el porcentaje medio ponderado que resulte de la 

aplicación para cada tramo de base imponible.”64 

En definitiva, en el marco autonómico catalán, las parejas de hecho se equiparan a 

los matrimonios y no sufren una desigualdad respecto a estas. No obstante, en la 

legislación estatal, existe una clara falta de regulación de esta figura. Perjudicando, 

su tratamiento tributario frente a las parejas matrimoniales.  

 

7.2. Puntos de conexión en el ámbito de las sucesiones  

En el caso del ISD, se considera producido en el territorio de una CCAA el 

rendimiento del ISD de los sujetos pasivos residentes en España según diversos 

puntos de conexión: “en el caso del impuesto que grava las adquisiciones mortis 

causa y las cantidades percibidas por los beneficiarios de seguros sobre la vida que 

se acumulen al resto de bienes y derechos que integran la porción hereditaria del 

beneficiario, en el territorio donde el causante tenga su residencia habitual a la fecha 

del devengo.”65 A efectos de residencia, se considerará que las personas físicas 

residentes en territorio español lo son en el territorio de una CCAA cuando 

permanezcan en el territorio de la autonomía un mayor número de días “del período 

 
64 Artículo 58 bis de la Ley 19/2020  
65 Art. 32.2 de la Ley 22/2009 
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de los cinco años inmediatos anteriores, contados de fecha a fecha, que finalice el 

día anterior al de devengo.”66  

Por lo tanto, será necesario que el causante tenga su residencia habitual en el 

territorio autonómico catalán para que pueda aplicarse la normativa del ISD 

regulado en el marco de competencias cedidas a las CCAA. Supletoriamente se 

aplicaría la normativa estatal y, en consecuencia, el tratamiento fiscal en la pareja 

de hecho resultaría más desfavorable.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
66 Art 28.1 1º b) de la Ley 22/2209  
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8. CONCLUSIONES  

En base a lo expuesto en los epígrafes tres y cuatro, se deducen las siguientes 

conclusiones:   

1. En primer lugar, se puede afirmar que el modelo constitucional de familia 

no esta ligado al matrimonio. Aún siendo el matrimonio una institución 

jurídica y social de gran relevancia, el deber de protección a la familia del 

art. 39 CE -y tal como señala la jurisprudencia del TC- amplia este derecho 

otros modelos familiares existentes. Como es el caso de las familias 

conformadas por parejas de hecho con hijos. Por lo tanto, la intención del 

constituyente no es definir el modelo de familia protegible sino dar cabida 

en este a las diferentes agrupaciones familiares que sean representativas de 

la realidad social.  

 

2. En este sentido, existe una diferenciación entre las parejas de hecho con 

hijos o las parejas de hecho sin hijos. Las primeras se configuran como una 

familia natural y se amparan en el art. 39 CE y, en cambio, las segundas no 

gozan de dicha protección. Sin embargo, los matrimonios sin descendencia 

si se incluyen en el modelo constitucional de familia protegido. Resultando 

un trato diferencial entre estos dos vínculos.  

 

3. Dicho esto, y con relación a lo anterior, las parejas de hecho y el matrimonio 

no son figuras jurídicas equivalentes. Por este motivo, existe la posibilidad 

del legislador de establecer un distinto trato jurídico entre estos dos 

vínculos. Aun siendo relaciones análogas, no imperan en las uniones de 

hecho las formalidades del matrimonio (ope legis) y son licitas las 

diferencias de trato en el ámbito normativo.  

 

No obstante, siendo lícita esta diferencia de trato, la jurisprudencia del TC 

diferencia a las parejas de hecho que han elegido libremente la convivencia 

more uxorio y las que no han podido contraer matrimonio. En el caso de las 

segundas, el TC manifiesta la posibilidad de obtener un idéntico trato 

jurídico con las uniones matrimoniales, examinando casuísticamente esta 
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posibilidad. En este sentido, el trato diferenciado que puede darse entre estos 

dos vínculos, resulta adecuando en cuanto la decisión de establecerse como 

pareja de hecho es libre y voluntaria. Puesto que sí imperaran los mismos 

derechos y deberes que en el matrimonio se establecerían las formalidades 

propias de dicha institución a parejas que libremente han decidido no 

someterse a tales formalidades.  

 

4. Por otro lado, en el Código Civil Catalán se regula la convivencia estable 

en pareja -no existe una normativa estatal que regule las uniones de hecho- 

y, además, se regula otra forma de convivencia que puede dar lugar a 

confusiones con las parejas de hecho: las relaciones convivenciales de 

ayuda mutua. Estas ultimas se pueden basar en relaciones de amistad o 

compañerismo y configurarse entre personas que no tengan ningún tipo de 

vinculo de parentesco. Si bien es cierto que las relaciones convivenciales de 

ayuda mutua las pueden integrar mas de dos individuos, existe la 

posibilidad, en la práctica, de que dos personas sin vinculo de parentesco 

puedan formar esta figura, pudiendo plantear dificultades a la hora de 

determinar si se trata de una pareja de hecho o, por el contrario, una relación 

convivencial de ayuda mutua. Consecuentemente, los efectos y régimen 

jurídico serian diferentes. Sin embargo, la diferencia primordial respecto a 

la pareja de hecho es la vinculación sentimental y la relación afectiva y 

análoga al matrimonio.  

Por otro lado, en base a lo expuesto en los epígrafes cinco, seis y siete, en materia 

tributaria, el legislador tributario estatal no menciona a las parejas de hecho en el 

LIRPF y tampoco en la LISD. No obstante, el legislador tributario catalán si que 

regula esta figura en el marco de las competencias cedidas a las autonomías en el 

ISD. En base a esto se deducen las siguientes consideraciones:  

1. El principio general en el IRPF es la individualización de rentas. Sin 

embargo, existe la posibilidad de la tributación conjunta. Solo las unidades 

familiares expresas que regula la LIRPF pueden acogerse a la declaración 

conjunta. Es el caso del modelo monoparental -uno de los progenitores con 

los hijos menores con los que conviva- y del modelo biparental o 
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matrimonial -con o sin hijos-. Por el contrario, las parejas de hecho solo 

pueden acogerse a la tributación conjunta en el modelo biparental y de 

forma separada a su pareja. En cambio, los matrimonios sin hijos puedes 

optar por este modelo de tributación. Asimismo, los matrimonios separados 

de hecho pueden declarar conjuntamente.  

 

2. En la LIRPF se define un modelo de familia vinculado al matrimonio, 

aunque como se ha afirmado con anterioridad, el constituyente no hace tal 

consideración.  

 

3. Es cierto que a tributación conjunta no supone, a priori, una ventaja fiscal 

puesto que la suma de las rentas conlleva a la aplicación de una tarifa 

superior que la tributación individual. Sin embargo, al no existir 

obligatoriedad de declarar de forma conjunta, las parejas que ostentan un 

vínculo matrimonial pueden optar por declarar individualmente o declarar 

conjuntamente según más les convenga. En el caso de parejas con una sola 

renta, la declaración conjunta resulta más beneficiosa que la individual. Pero 

las parejas de hecho con una sola renta no pueden acogerse a esta opción, 

suponiendo un trato mas desfavorable respecto a los matrimonios.  

 

4. Referente a las normas de tributación conjunta, en el “mínimo por 

descendientes” las parejas de hecho con hijos, solo uno de los progenitores 

podrá beneficiarse de la desgravación, sin que pueda prorratearse, puesto 

que no existe la posibilidad de que la pareja tribute conjuntamente. En 

cambio, en los matrimonios, ambos integrantes de la pareja podrán 

beneficiarse de dicha desgravación. Por otro lado, en el caso de la 

“deducción por familia numerosa” las parejas de hecho y los matrimonios 

gozan del mismo tratamiento fiscal. Asimismo, la “reducción por 

declaración conjunta” será mucho mas elevada para los matrimonios que 

para las parejas de hecho puesto que la reducción para el modelo 

monoparental es inferior.  
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5. En definitiva, en el IRPF, la pareja de hecho no es una figura que el 

legislador tributario contemple. Si bien en cierto que las uniones de hecho 

pueden optar por la declaración conjunta mediante el modelo monoparental, 

el tratamiento resultante respecto a los matrimonios resulta más 

desfavorable. A excepción de los supuestos ya contemplados en que la 

tributación conjunta es mas gravosa por la suma de rentas y en el caso de la 

deducción por familia numerosa en que se equiparan ambos vínculos.  

 

6. En el caso del ISD, existe una diferencia sustancial entre la regulación 

estatal y autonómica catalana respecto parejas de hecho en este tributo. En 

el contexto estatal simplemente no se hace referencia alguna de esta figura.  

 

7. En primer lugar, en las adquisiciones mortis causa del ISD se prevén una 

serie de reducciones con motivo del parentesco y, el rendimiento de estas, 

está cedido a las CCAA en el territorio sonde el causante tenga su residencia 

habitual a la fecha de devengo.  

 

Los causahabientes se clasifican en cuatro grupos diferentes. En la ISD 

estatal, las parejas de hecho se encuadran en el Grupo IV como “extraños” 

y no tienen derecho a una reducción de las adquisiciones mortis causa. En 

cambio, los matrimonios, incluidos en el Grupo II optan a una reducción de 

15.956,87 euros, resultando en un tratamiento fiscal diferente y mucho más 

favorable. Del mismo modo pasa a la hora de aplicar los coeficientes 

multiplicadores de la cuota tributaria, a las parejas de hecho se les aplica un 

coeficiente mucho más elevado que a los matrimonios debido a su diferente 

encuadración. En cambio, el ISD en Cataluña si tiene en cuenta la figura de 

la pareja de hecho y la visibiliza en su articulado, asimilándola a efectos 

tributarios a los matrimonios. Por ende, las parejas de hecho se incluyen en 

el Grupo II como los matrimonios y optan, esta vez sí, por una reducción en 

las adquisiciones mortis causas. La cuantía equivalente es de 100.000 euros, 

mucho mas elevada que la estatal. Respecto a la cuota tributaria, a las 

uniones de hecho y los matrimonios se les aplica el coeficiente multiplicador 
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del Grupo II. Además, en Cataluña los matrimonios y las parejas de hecho 

pueden aplicar una bonificación del 99% en la cuota tributaria de las 

adquisiciones mortis causa.  

 

Respecto al ISD estatal y el ISD cedido a las CCAA, las parejas de hecho 

gozan de un tratamiento fiscal mucho mas favorable en el marco 

autonómico catalán que en el estatal.  

 

8. Sin embargo, hay que añadir los requisitos de territorialidad para completar 

la exposición anterior. El caso de las adquisiciones mortis causa, se 

considera producido el rendimiento del ISD en la CCAA, si se causa en el 

territorio donde el causante tenga su residencia habitual a la fecha del 

devengo. A efectos de residencia, en el ISD se requiere un período superior 

de los cinco años inmediatos anteriores que finalice el día anterior al de 

devengo. Por lo tanto, será necesario que el causante tenga su residencia 

habitual en el Cataluña para que pueda aplicarse la normativa del ISD 

autonómica. Supletoriamente se aplicaría la normativa estatal y, en 

consecuencia, el tratamiento fiscal en la pareja de hecho resultaría más 

desfavorable respecto a las uniones matrimoniales.  
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